En la ciudad de Mar del Plata, a los 31 días del mes de mayo del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa P-2426-BB1 “FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. GONZALEZ MARINZALTA S.C.S. s. APREMIO PROVINCIAL”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Sardo, Mora y Riccitelli, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial Bahía Blanca, mediante resolución de fecha 16-09-2010, decretó la caducidad de instancia (art. 315 C.P.C.C. –texto según ley 13.986-) y dio por terminada la presente causa, imponiendo las costas a la parte actora (arts. 68, 310 y ccs. del C.P.C.C., art. 25 ley 13.406) [cfr. fs. 81/82].

II. Dicha resolución fue notificada a la codemandada María de los Ángeles González el día 23-09-2010 [cfr. cédula de fs. 86/87] y al Fisco provincial, en el domicilio de su apoderado, con fecha 20-09-2010 [cfr. cédula de fs. 84/85]. Este último, con fecha 28-09-2010, interpuso y fundó recurso de apelación contra el mentado pronunciamiento [v. fs. 88/93].
III. A fs. 94 el a quo tuvo por interpuesto en tiempo y forma el recurso de apelación intentado por el Fisco provincial y corrió traslado de sus fundamentos a la contraria por el plazo de cinco (5) días. Habiendo sido notificada de dicho traslado el día 04-11-2010 [cfr. cédula de fs. 101], la accionada presentó su réplica a fs. 97/99, con fecha 09-11-2010.
IV. Por otra parte, mediante resolución de fecha 30-11-2010, el Juez de primera instancia hizo lugar al recurso de reposición interpuesto por el abogado Ariel Nicolás M. Martella -apoderado de la codemandada María de los Ángeles González- contra la primera parte del proveído de fs. 94 y, atento lo solicitado por el letrado, reguló los honorarios por su labor profesional en la suma de cuatro mil trescientos veintisiete pesos con treinta y cuatro centavos ($ 4.327,34) con más adicional de ley (arts. 1, 2, 13, 14, 15, 16 y 21 decr. ley 8.904/77; art. 16 ley 6.716) [v. fs. 102].
V. A fs. 103 el Dr. Martella interpuso recurso de apelación contra dicha regulación de honorarios alegando, en representación de su mandante, que dichos emolumentos serían altos y, por su propio derecho, que estos resultarían bajos [v. puntos “I” y “II”, respectivamente].
VI. El Fisco provincial, por su parte, encontrándose notificado de la mencionada resolución de fs. 102 con fecha 17-12-2010 [v. cédula a fs. 105], interpuso y fundó contra ella recurso de apelación –con fecha 23-12-2010- a fs. 106/107, el cual fue concedido en relación por el a quo, corriendo traslado de sus fundamentos al letrado beneficiario por el término de cinco (5) días [v. fs. 108]. Dicho traslado, notificado al Dr. Martella el día 04-02-2011 [v. cédula a fs. 109], fue contestado por este último a fs. 110, dentro del plazo legal.
VII. Recibidos los autos en este Tribunal -en virtud de la elevación ordenada por el Juez de grado a fs. 111- [v. constancia de recepción a fs. 112], y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia [v. fs. 113] –providencia que se encuentra firme-, corresponde plantear las siguientes:
CUESTIONES
1. ¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto a fs. 88/93 por el Fisco provincial?
En caso negativo,

2. ¿Son fundados los recursos de apelación deducidos a fs. 103 y 106/107 contra la resolución de fs. 102?
A la primera cuestión planteada, la señora Juez doctora Sardo dijo:
I. Adelantando que el recurso articulado no merece prosperar, estimo oportuno comenzar su análisis rememorando las actuaciones que precedieron al pronunciamiento en crisis. Asimismo, debo señalar desde ahora que, en virtud de la remisión efectuada por el art. 25 de la ley 13.406, resultan aplicables al sub examine las normas del Código Procesal Civil y Comercial que rigen el instituto de la caducidad de instancia.
1.a. En tal faena, cabe recordar que, como consecuencia del pedido de caducidad de instancia efectuado el 18-02-2010 por la codemandada María de los Ángeles González [v. fs. 62], el accionante fue intimado por auto de fecha 24-02-2010 [v. fs. 63], en los términos del art. 315 C.P.C.C., para que en el término de cinco (5) días manifieste su intención de continuar con la acción y produzca actividad procesal útil para la prosecución del trámite, bajo apercibimiento de hacerse lugar a aquel pedido.
b. Ante tal requerimiento [notificado el 11-03-2010 en el domicilio constituído, cfr. cédula de fs. 68], mediante presentación de fecha 12-03-2010 [v. fs. 66], el apoderado fiscal activó el proceso adjuntanto el mandamiento de intimación de pago diligenciado [fs. 64/65].

c. Consecuentemente, con fecha 23-03-2010, el a quo corrió traslado al Fisco provincial de las excepciones opuestas por la coejecutada, ordenando que su notificación se cumpla personalmente o por cédula [v. fs. 67].

d. Luego, con fecha 12-08-2010, advirtiendo la codemandada que, hasta entonces, su contraparte habría omitido desarrollar actividad alguna desde el dictado del proveído de fs. 63, acusó tal circunstancia y, en consecuencia, pidió –nuevamente- que se decrete la caducidad de instancia en los términos del art. 315 del C.P.C.C. –reformado por ley 13.986- [v. fs. 69].
e. El apoderado fiscal, por su parte, recién con fecha 25-08-2010 se presentó en autos contestando espontáneamente el traslado corrido de las excepciones articuladas por su contraria [v. fs. 70/80].

f. Proveyendo a aquella última petición de la codemandada González, el magistrado de grado dictó el pronunciamiento -ahora recurrido- que decreta la caducidad de la instancia.

2. Al fundar tal resolución, el a quo relevó los antecedentes de autos precedentemente expuestos, destacando que desde el día 23-03-2010 [proveído de fs. 67] habrían transcurrido nuevamente tres (3) meses sin que se verificara actuación alguna de parte del accionante en tal plazo. Desde allí, recordó lo normado por el art. 315 –segundo párrafo- del C.P.C.C. -en su actual redacción, posterior a la reforma introducida por ley 13.986- y, señalando que la carga de instar el proceso recae sobre el actor en tanto es él quien, en definitiva, puede verse perjudicado por una eventual declaración de perención, entendió que correspondía hacer lugar al nuevo pedido de caducidad de instancia efectuado a fs. 69 por el apoderado de la codemandada.
3. Frente a tales antecedentes cabe destacar – inicialmente- que el apoderado del Fisco, en su memorial de fs. 88/93, no ha negado ni controvertido el hecho de que no existió actividad procesal alguna de su parte en el lapso de más de tres meses transcurrido entre el 23-03-2010 [fs. 67] y el pedido de caducidad de instancia de su contraria de fecha 12-08-2010 [fs. 69].
En ese orden de ideas, advierto que la tesis que sustenta el recurso interpuesto por el ejecutante a fs. 88/93, se apuntala sobre dos ejes argumentales bien definidos: (a) de un lado, intenta justificar su pasividad aduciendo que su parte no era la que tenía la carga de impulsar el proceso durante aquel lapso temporal -signado por su inacción procesal- que precedió al pedido de caducidad de instancia efectuado a fs. 69, en tanto –en esta etapa del proceso- pesaba sobre la excepcionante aquella carga ritual; (b) de otro lado, sostiene que antes de que el magistrado decretara la perención de la instancia su parte se presentó en autos respondiendo al traslado de las excepciones blandidas por el accionado, de manera que tal acto –en el entendimiento del quejoso- demostraría su intención de continuar con la tramitación de la causa y, en consecuencia, obstaría a la declaración de perención, aún cuando su realización fue posterior al acuse de caducidad efectuado por su contraria a fs. 69.
4. En respuesta a tales agravios, la codemandada María de los Ángeles González –a través de su letrado apoderado- controvierte los argumentos vertidos por el quejoso, justificando su parecer en torno a que el pronunciamiento en crisis resultaría ajustado a derecho y alegando que, ante el cuadro fáctico signado por sucesivos períodos de inactividad procesal del accionante, se justifica la solución adoptada [v. fs. 96/99].
II.1. Frente al panorama trazado, debo señalar que el primer argumento recursivo desarrollado por el Fisco – reseñado en el apartado (a) del punto “I.3.” precedente- no merece estima. En tal sentido, observo que el quejoso intenta fundar esta primera propuesta argumental aduciendo que pesaría sobre la codemandada la carga de impulsar el proceso, en tanto ésta debió confeccionar la cédula destinada a notificar al actor del traslado de las excepciones opuestas.

Ante tal tesitura, debo recordar al apelante que la Suprema Corte de Justicia provincial ha resuelto reiteradamente que el fin de la caducidad de instancia –como modo de extinción del proceso- consiste tanto en la necesidad de sancionar al litigante moroso como en la conveniencia pública de facilitar el dinámico y eficaz desarrollo de la actividad judicial [argto. doct. S.C.B.A. causas Ac. 38.598 “Gómez”, sent. del 29-III-1988; Ac. 70.553 “Novati”, sent. del 07-XII-1999; Ac. 87.882 “Giménez Acosta”, sent. del 05-IV-2006], como así también ha sostenido que la carga de instar el proceso recae sobre el accionante, pues él es quien -en definitiva- puede verse perjudicado por una eventual declaración de perención [doct. S.C.B.A. causa Ac. 69.638 “Azpeitia”, sent. del 30-VI-1998]. Desde tal mirador, mal puede pretender el demandante obstar a la declaración de caducidad de instancia arguyendo que, durante el lapso temporal signado por su absoluta inactividad procesal, pesaba sobre el accionado la carga de realizar actos tendientes a impulsar un juicio que, precisamente, se encamina a obtener una sentencia condenatoria contra este último.

Así, la circunstancia de que la demandada oponga excepciones autorizadas por la ley procesal, y que de ella se ordene correr traslado, no releva al accionante de su carga -que nace con la interposición de la demanda- de activar el proceso realizando todos los trámites susceptibles de llevarlo a su etapa final -esto es, la sentencia-, no encontrándose inhibido el ejecutado en su facultad de acusar la caducidad de la instancia por el hecho de haber opuesto las mentadas defensas, pues la notificación del traslado de aquéllas pudo ser efectuada tanto por la excepcionante, mediante cédula, como personalmente por la actora, quien conforme lo autoriza el art. 142 del C.P.C.C. pudo concurrir a Secretaría, firmando "… al pie de la diligencia extendida por el oficial 1°…" [argto. doct. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Depto. Judicial Trenque Lauquen in re “Balbín”, sent. del 13-11-1986], o bien anoticiarse espontáneamente al momento de replicar las defensas de su contraria, tal como puede inferirse –aunque tardíamente- de su escrito de fs. 70/80.
2. Sentado lo anterior, considero que tampoco es de recibo el argumento del apelante referido en el apartado (b) del punto “I.3.” desarrollado supra.

a. Debo señalar aquí que la caducidad de instancia fue decretada por el Juez de grado en los términos de la previsión contenida en el último párrafo del art. 315 del C.P.C.C.

Vale recordar que, en el marco del proceso ejecutivo, la perención de la instancia opera cuando transcurren tres (3) meses, computados en la forma prevista por el art. 311 del Código de rito –esto es, tomando como dies a quo la fecha de de la última petición de las partes o acto del tribunal que impulse el procedimiento e incluyendo días inhábiles, con excepción de aquellos que corresponden a las ferias judiciales- sin que se instase su curso [argto. art. 310 del C.P.C.C.]. Cumplido dicho plazo, el ejecutado queda habilitado para pedir, antes de consentir cualquier actuación del tribunal posterior a su vencimiento, la declaración de aquella caducidad [argto. art. 315 del C.P.C.C.].
Tal petición debe sustanciarse –en primer lugar- con previa intimación a la contraria para que en el término de cinco (5) días manifieste su intención de continuar con la acción y produzca la actividad procesal útil necesaria a tal fin –bajo apercibimiento de decretar la perención de la instancia-. Empero, en el caso de que la parte intimada activare el proceso en tales términos, si con posterioridad transcurriera igual plazo sin actividad procesal útil de su parte, a solicitud de la contraria o de oficio se tendrá por decretada –sin más trámite- la caducidad de instancia [argto. art. 315 -último párrafo- C.P.C.C., según modificación introducida por ley 13.986].

b.  Recuerdo ahora que –como se adelantó- el apoderado Fiscal no controvierte el hecho de que su parte omitió toda actividad procesal durante el segmento temporal comprendido entre el dictado del proveído de fecha 23-03-2010 [fs. 69] y el acuse de caducidad de fecha 12-08-2010 [fs. 69] –el cual, computado de conformidad con el art. 311 del C.P.C.C., excede ampliamente el lapso de tres meses-. Lejos de ello, el quejoso alega que la presentación de fecha 25-10-2010 [fs. 70/80] –efectuada con anterioridad a la resolución del a quo aquí impugnada- exteriorizaría su voluntad de proseguir el trámite de la ejecución y, así, obstaría a la perención del juicio.

Con ello en vista, debo señalar que:
(i) de un lado, una atenta lectura del art. 315 del C.P.C.C. –en su redacción posterior a la reforma introducida por la ley 13.986- permite advertir que, en aquellos supuestos en los cuales –como ocurre en la especie- se acusa la caducidad de la instancia por verificarse el supuesto fáctico contemplado en el último párrafo de dicha norma, ésta debe decretarse, sin más, ante la sola comprobación del transcurso del plazo legal y de la ausencia de actividad procesal útil de parte del actor durante ese período. Así, no habiéndose controvertido la real configuración de esas circunstancias objetivas, de nada sirve al quejoso alegar la supuesta exteriorización de su voluntad -a través de un acto posterior a aquel pedido- de proseguir el juicio.
No previéndose en el referido supuesto traslado ni intimación alguna al accionante, deviene inatendible el argumento que propone que “… si a pesar del pedido de caducidad de instancia ésta no se sustanció, queda purgada la perención cuando posteriormente se realicen actos interruptivos…”. A mayor abundamiento, no paso por alto que las citas doctrinarias y jurisprudenciales que el apelante efectúa en aparente sustento de tal propuesta, refieren a los alcances reconocidos al art. 315 del código de rito en su antigua redacción –anterior al dictado de la ley 12.357- que exigía la previa sustanciación del pedido de caducidad de instancia con la parte actora.
(ii) De otro lado, se entiende que en el supuesto consagrado en el último párrafo del art. 315 del ritual, se computa como momento que cierra el ciclo de la perención, el de la petición formulada por la contraparte, y no el de la resolución que la decreta, con lo cual, los actos impulsorios realizados después de ese acuse, no pueden modificar las consecuencias de la inactividad anterior, ni extinguir el derecho que asiste al demandado a verse liberado del proceso [argto. doct. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de San Martín, in re "Maldonado de Carrizo” sent. del 17-03-1995]. En este punto debo poner de relieve el yerro del quejoso al intentar avalar su postura con lo resuelto por la Suprema Corte provincial al pronunciarse en la causa Ac. 74.029 “Marion de Pacienza” (sent. del 03-X-2001), desde que tal fallo corresponde a un supuesto en el que cabe destacar, como principal diferencia con el sub examine –además de que sus circunstancias fácticas son anteriores al dictado de la ley 12.357-, que el acto procesal que exteriorizaba la voluntad del actor de impulsar el proceso, si bien habría sido posterior a un lapso de inactividad que determinaba la perención, también habría sido anterior al pedido formulado por la accionada en tal sentido.
3. Con lo expuesto, ante el cuadro fáctico acontecido en la especie y descripto precedentemente, y aún efectuando una “interpretación restrictiva” –como lo propone el recurrente- del estatuto aplicable al sub examine, no encuentro razones para considerar que la declaración de caducidad de instancia dictada a fs. 81/82 no sea ajustada a derecho.
III. Los fundamentos brindados en los apartados precedentes me llevan a propiciar el rechazo del recurso de apelación intentado por el Fisco de la Provincia de Buenos Aires a fs. 88/93 y, en consecuencia, así he de proponerlo al Acuerdo. Las costas devengadas en esta alzada por su tramitación deberían imponerse al apelante en su objetiva calidad de vencido [arts. 68 y 556 del C.P.C.C.; art. 25 ley 13.406].
Voto a la primera cuestión planteada por la negativa.
Los señores Jueces doctores Mora y Riccitelli con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por la señora Juez doctora Sardo, votan a la primera cuestión planteada por la negativa.
A la segunda cuestión planteada, la señora Juez doctora Sardo dijo:

I.1. Contra la resolución de fs. 102, a través de la cual el juez de grado hizo lugar al recurso de revocatoria interpuesto por el Dr. Ariel Nicolás M. Martella a fs. 96 y, consecuentemente, reguló los honorarios profesionales correspondientes a este último en la suma de PESOS CUATRO MIL TRESCIENTOS VEINTISIETE CON TREINTA Y CUATRO CENTAVOS ($ 4.327,34) –con más adicional de ley-, el apoderado del Fisco interpone y funda recurso de apelación a fs. 106/107.
En su exposición recursiva, señala que la providencia en crisis generaría agravio a su parte, en tanto –a su entender- regula los honorarios del letrado en forma prematura, ya que al tiempo de su dictado el pronunciamiento que decretó la caducidad de la instancia no se encontraba firme ni había pasado en autoridad de cosa juzgada.
Subsidiariamente, para el caso de que este Tribunal entendiera que la regulación recurrida no resulta prematura, apela por altos los honorarios allí fijados.
2. Frente a tales argumentos, el letrado de la accionada brinda su réplica a fs. 110, señalando que, de conformidad con la normativa aplicable, el hecho de que el pronunciamiento que declara la caducidad de instancia no esté firme no impide al magistrado proceder a la regulación de honorarios, pues esta última solo debe aplazarse cuando, por prosperar la demanda, deba practicarse una liquidación cuyo resultado conformará la base regulatoria.
Aduna a ello que el criterio sustentado por el Fisco llevaría a una solución poco práctica, en tanto impediría a la alzada efectuar la revisión de la regulación de honorarios en la misma oportunidad en que lo hace respecto de la sentencia. Alega, finalmente, que no existiría agravio que justifique la interposición del recurso intentado.
3. Asimismo, con fecha 13-12-2010, el Dr. Martella, por su propio derecho, interpone recurso de apelación considerando que tales emolumentos resultarían bajos [v. fs. 103, punto “II”]. En el mismo escrito, aunque en representación de la codemandada María de los Ángeles González, apela por altos aquellos estipendios [v. fs. 103, punto “I”].
II.1. Primeramente, abocándome al examen del planteo recursivo del Fisco que postula que la regulación de honorarios en cuestión resultaría prematura, advierto que la crítica ensayada en tal sentido no merece estima.

Destaco, ante todo, que el proceder del Juez de grado encuentra sustento en lo normado por la ley arancelaria de abogados y procuradores. Es que en el sub examine, al no existir sentencia condenatoria que incluya el pago de intereses, frutos u otros accesorios, no se verificaría aquel supuesto ante el cual la referida normativa prevé, como excepción al principio de que la regulación de honorarios debe practicarse al dictar sentencia, que ésta última debe aplazarse hasta tanto se encuentre firme la liquidación correspondiente [argto. art. 51 del Dec. ley 8.904/77].
Luego, cabe recordar que esta alzada ha sostenido en reiteradas oportunidades que una de las circunstancias que legitiman al recurso es el interés de quien lo interpone, es decir, el gravamen sufrido como consecuencia de un pronunciamiento [cfr. doct. esta Cámara causa A-625-DO1 “Sociedad de Fomento Cariló”, sent. del 24-II-2009, entre otras].

Desde allí, siendo que la supuesta prematuridad acusada por el actor se patentizaría, a su entender, en el hecho de que los honorarios del letrado de la codemandada González hayan sido regulados antes de que la declaración de caducidad de instancia se encuentre firme, no se advierte cómo tal circunstancia podría causar al apelante gravamen suficiente para sustentar tal queja. Es que, de un lado, el hecho de haber sido condenado en costas en el referido pronunciamiento permite al Fisco cuestionar, aún cuando éste no se encuentre firme, la suma fijada en concepto de honorarios –en tanto su parte sería, mientras la sentencia no sea revocada, la obligada al pago-; de otro lado, una eventual revocación de la sentencia que decreta la perención del trámite, emanada de una instancia revisora ulterior, implicaría readecuar la atribución de costas y, eventualmente, dejar sin efecto la regulación de honorarios en atención al nuevo rumbo que se imprimiría al trámite del pleito [argto. art. 274 C.P.C.C.].
No debe olvidarse que la existencia de interés o gravamen constituye presupuesto de admisibilidad de todo recurso de apelación, pauta ineludible que viabiliza la apertura del vestíbulo de la impugnación [argto. doct. esta Cámara V-614-DO1 “Sansó”, res. del 25-VI-2009]. A la luz de los argumentos expuestos, advierto la inexistencia de un interés en cabeza del recurrente que le permita sostener la crítica examinada en esta parcela.
2. Expuestas las conclusiones precedentes, he de abordar la tarea revisora respecto del monto fijado en concepto de honorarios correspondientes al Dr. Martella por su actuación como letrado apoderado de la codemandada María de los Ángeles González. A tal fin, corresponde determinar tanto lo atinente a la escala dentro de la cual debe fijarse el estipendio profesional, como así también lo relativo a la base regulatoria sobre la cual ha de proyectarse la alícuota que resulte aplicable en el sub examine.

a. En torno a la escala dentro de la cual resultaría arreglado a derecho el estipendio profesional fijado, ha de tomarse en cuenta aquélla que para este tipo de procesos prevé el art. 22 de la ley 13.406 –esto es, del seis al dieciocho por ciento [6% a 18%] sobre la base correspondiente-. Además, deben meritarse las pautas brindadas por los arts. 14 –carácter en que actúa el abogado- y 16 –monto del asunto, resultado obtenido, complejidad y novedad de la cuestión, entre otros parámetros-, ambos preceptos del Decreto Ley 8904/77.

b. En lo que respecta a la base regulatoria a la cual debe aplicársele la alícuota resultante atendiendo a los parámetros precedentemente mencionados, cabe recordar que existen dos excepciones a la regla que, contenida en el art. 22 de la ley 13.406, dispone que aquélla se conforma con el monto de la sentencia: una de esas excepciones, expresamente contemplada en el citado artículo, se da cuando el contribuyente conviene judicialmente el ingreso a un plan de facilidades de pago para deuda en ejecución fiscal; la otra, implícita, se verifica cuando la ejecución fiscal es completamente rechazada, desde que ello importa la inexistencia de “monto de la sentencia”, imponiéndose entonces aplicar el principio objetivo de la derrota previsto en el art. 556 del C.P.C.C. y la normativa que con carácter general rige para determinar la base regulatoria en honorarios de abogados frente a demanda desestimada, esto es, el segundo párrafo del art. 23 del Decreto ley 8904/77 [cfr. argto. esta Cámara causa P-1954-MP2 “Lambertini”, sent. del 12-VIII-2010]. Así las cosas, se verificaría en la especie un caso comprendido dentro de esta segunda excepción, desde que la caducidad de instancia pone fin al proceso e importa –implícitamente- el rechazo íntegro de la demanda, conformándose entonces la base regulatoria con el monto de ésta última [argto. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Mar del Plata, Sala II in re “Viterales”, sent. del 04-05-1997].
c. En virtud de lo expuesto cabe ponderar, por un lado, que en las presentes actuaciones el Dr. Ariel Nicolás Mauricio Martella se desempeñó como letrado apoderado de la codemandada María de los Ángeles González [cfr. poder a agregado en copia a fs. 42/44 y presentaciones de fs. 54/60, 62 y 69] y que si bien éste interpuso excepciones, el Juez de grado no tuvo oportunidad de pronunciarse sobre ellas en razón de haber operado la caducidad de la instancia, la cual fue dictada ante el pedido efectuado en tal sentido por su parte [cfr. 67, 69 y 81/82].
Por otro lado, se observa que el monto reclamado por el Fisco –conforme surge del título ejecutivo y escrito de demanda [v. fs. 6 y 9, respectivamente]- asciende a la suma de PESOS CUARENTA Y TRES MIL DOSCIENTOS SETENTA Y TRES CON CUARENTA Y TRES CENTAVOS ($ 43.273,43). Así, si bien no pasa inadvertido que el a quo habría justificado el quantum de la regulación practicada citando erróneamente el art. 21 del Decreto ley 8.904/77 -que fija una escala entre el ocho y el veinticinco por ciento [8% y 25%] sobre la base que corresponda-, no es menos cierto que la suma regulada representa el diez por ciento [10%] de aquel monto de demanda, de manera que dicho importe –en fin- no aparecería apartado de la escala fijada por el referido art. 22 de la ley 13.406 –esto es, entre el 6% y el 18% de la base regulatoria-.
Con tales circunstancias en vista y siguiendo las demás pautas aludidas en el punto “a.” precedente, la valoración de los trabajos efectuada por el juez de grado y el consecuente monto de los honorarios que le fueran regulados al Dr. Martella lucen ajustados a derecho.

III. A la luz de los argumentos vertidos en los capítulos precedentes, entiendo que cabe desestimar los recursos de apelación interpuestos por el Fisco provincial –a fs. 106/107- y por el Dr. Ariel Nicolás M. Martella –en representación de la codemandada María de los Ángeles González [cfr. fs 103, punto “I”] y por su propio derecho [cfr. fs. 103, punto “II”]- contra el pronunciamiento de fs. 102, confirmando este último en cuanto fija los honorarios profesionales del Dr. Martella en la suma de PESOS CUATRO MIL TRESCIENTOS VEINTISIETE CON TREINTA Y CUATRO CENTAVOS ($ 4.327,34).
Por las razones expuestas, voto a la segunda cuestión planteada por la negativa.

Los señores Jueces doctores Mora y Riccitelli con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por la señora Juez doctora Sardo, votan a la segunda cuestión planteada por la negativa.
De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Rechazar el recurso de apelación intentado por el Fisco de la Provincia de Buenos Aires a fs. 88/93 y, en consecuencia, confirmar el pronunciamiento de grado de fs. 81/82 [arts. 25 ley 13.406; arts. 310, 315 y ccs. C.P.C.C.]. Las costas devengadas ante esta alzada deberán imponerse al apelante en su objetiva calidad de vencido [art. 68 C.P.C.C.; art. 25 ley 13.406].
2. Desestimar los recursos de apelación interpuestos por el Fisco provincial a fs. 106/107 y por el Dr. Ariel Nicolás M. Martella –en representación de la codemandada María de los Ángeles González y por su propio derecho [cfr. fs. 103, puntos “I” y “II”]- contra la resolución de fs. 102 [arts. 22 ley 13.406; arts. 14, 16, 23 y ccs. del Dec. ley 8.904/77].
3. Por las labores en esta Alzada, estése a la regulación de honorarios que se practica por separado.

Regístrese, notifíquese y, por Secretaría, devuélvanse las actuaciones al Juzgado de Origen. Fdo: Dres. Adriana M. Sardo – Roberto Daniel Mora – Elio Horacio Riccitelli – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
